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Dr. JOSE LEONIDAS BUSTOS MARTINEZ
Bogotá, D. C., veintitrés de febrero de dos mil once.
Decide la Corte el recurso de casación interpuesto por el defensor de  José Gregorio Guerrero Jaramillo (a. El Mocho) contra la sentencia anticipada dictada por el Tribunal Superior de Cúcuta el 21 de octubre de 2008, mediante la cual confirmó la proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esa ciudad el 31 de enero del mismo año, que condenó al procesado por los delitos de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas en concurso con utilización ilegal de uniformes e insignias de uso privativo de la fuerza pública.
Hechos
El 28 de agosto de 2007, en la zona rural del Corregimiento Banco de Arenas del Municipio de Cúcuta, en desarrollo de operaciones militares orientadas a perseguir a un grupo armado ilegal de entre 40 o 50 hombres que horas antes había enfrentado una patrulla de la SIJIN y retenido a dos de sus integrantes, fue hallado herido en una zona boscosa José Gregorio Guerrero Jaramillo, después de que se escucharan voces de auxilio pidiendo que lo ayudaran, que no lo mataran, que era “paraco”. El capturado portaba prendas de uso privativo de las fuerzas militares y elementos varios de campaña.  
Actuación procesal relevante
1. La fiscalía inició investigación por estos hechos y vinculó al proceso mediante indagatoria a José Gregorio Guerrero Jaramillo, quien manifestó pertenecer al grupo armado ilegal denominado “Las Aguilas Negras”, en condición de combatiente raso, desde varios meses atrás, y que cuando fue herido se movilizaba con cinco compañeros más, pero que su grupo no había participado en la emboscada.
  
2. En la definición de la situación jurídica la fiscalía le imputó al procesado los delitos de homicidio agravado en la modalidad de tentativa (artículo 104.8.10 C. P.), financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas (artículo 345 C. P.),  utilización ilegal de uniformes e insignias de uso privativo de la fuerza pública (artículo 346 C. P) y violencia contra servidor público (artículo 429 C. P.).
 
3. El 21 de diciembre siguiente, la fiscalía, a instancias del procesado,  realizó formulación de cargos para sentencia anticipada por los delitos imputados en la resolución de definición de la situación jurídica. El procesado dijo aceptar los cargos por “el porte de uniformes e insignias y la pertenencia al grupo armado ilegal”, pero no las imputaciones por homicidio agravado en grado de tentativa ni la violencia contra servidor  público.
    
4. Con fundamento en esta actuación, el 31 de enero de 2008, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Cúcuta condenó a José Gregorio Guerrero Jaramillo a la pena principal de 13 años y 9 meses de prisión y multa de 1325 salarios mínimos legales mensuales, y la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo tiempo de la pena privativa de la libertad, como autor responsable de los delitos de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, descrito en el artículo 345 del Código Penal, en concurso con utilización ilegal de uniformes e insignias de uso privativo de la fuerza pública.
  
5. La defensa apeló este fallo por violación del principio de legalidad, por considerar que los hechos aceptados por el procesado no tipificaban el delito de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, pero el Tribunal Superior de Cúcuta, mediante decisión de 21 de octubre de 2008, que ahora el mismo sujeto procesal recurre en casación, lo confirmó en toda sus partes, argumentando que la defensa carecía de interés para recurrir la sentencia  por dicho aspecto .

La demanda
Contiene en cargo contra la sentencia impugnada por violación directa de la ley sustancial, por aplicación indebida del artículo 345 del Código Penal (modificado por el 16 de la Ley 1121 de 2006), que describe el delito de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, y falta de aplicación del artículo 340 ejusdem, que define el concierto para delinquir.
Argumenta que la adecuación típica dada a la conducta no está acorde con los hechos que revelan las pruebas allegadas al proceso, por cuanto la financiación es la acción de financiar y “financiar se traduce en aportar dinero para sostener una empresa”, conducta que no ha realizado el procesado, entre otras cosas, porque “por su paupérrima situación económica jamás ha aportado ni aportaría recursos para el sostenimiento de una organización tan grande como el paramilitarismo”.
Señala que el tipo penal de financiación de terrorismo se dirige a perseguir punitivamente a quienes sostienen económicamente a los grupos armados al margen de la ley, y que el procesado era un paramilitar raso, un integrante de bajo rango de la organización, que recibía un salario. No un miembro de su estructura financiera.    
Su conducta debió adecuarse en el tipo penal contemplado en el artículo 340 del Código Penal (modificado por el artículo 19 de la Ley 1121 de 2006), que define el concierto para delinquir agravado, y no en el núcleo rector del artículo 345, por cuanto este consagra una especie delictiva totalmente distinta, con una estructura específica.
Afirma que no se trata de una retractación, porque en ningún momento han pretendido desdecir la pertenencia al grupo armado, sino de un error de adecuación, y que además de ello, el procesado, en la diligencia de aceptación de cargos, nunca dijo que financiaba, ni admitió ninguna de las conductas previstas en el artículo 345, sino que se limitó a aceptar los cargos por “paramilitarismo”.
Pide a la Corte, en consecuencia, casar la sentencia impugnada y tipificar la conducta en el numeral segundo del artículo 340 del Código Penal (modificado por el artículo 19 de la Ley 1121 de 2006), que describe el delito de concierto para delinquir agravado.
Concepto del Ministerio Público.
La Procuradora Tercera Delegada para la Casación Penal considera que la sentencia impugnada es violatoria del principio de legalidad, y que la Corte, en consecuencia, debe acceder a las pretensiones del casacionista, no obstante las limitaciones que el ordenamiento establece al interés para impugnar la sentencia anticipada, las que no operan por tratarse de la violación de una  garantía fundamental.  

Sostiene que uno de los principios que conforman el plexo de garantías dentro del proceso penal es el de legalidad de los delitos y las penas, de acuerdo con el cual, las conductas punibles y sus consecuencias jurídicas deben estar descritas de manera clara y expresa en la ley, lo cual implica  dos limitaciones que se traducen en principios: el de reserva legal y el de tipicidad.  
Asegura que el procesado fue capturado en un barrido que se realizó en busca de personas heridas y de elementos de un grupo armado al margen de la ley, después de haber sostenido un enfrentamiento con unidades policiales, merced a que pidió auxilio manifestando que se hallaba herido y que era “paraco”, hallándose en su poder un morral de campaña con varios elementos. 
En la indagatoria el capturado manifestó que trabajaba para el grupo ilegal denominado “Las Aguilas Negras” desde hacía aproximadamente cuatro meses y que cuando se presentó el enfrentamiento en el que resultó herido se hallaba en retirada con cinco compañeros. 
Afirma que en esta diligencia la fiscalía le imputó cargos por el delito de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, por el simple hecho de pertenecer al grupo armado ilegal, y que dicha imputación la mantuvo al definir su situación jurídica, con fundamento en los mismos motivos.   
Este recuento fáctico muestra que la fiscalía incurrió en un error en la calificación de la conducta típica, que no fue advertido por los falladores de instancia, con violación del principio de legalidad, porque los elementos probatorios lo único que indican es que el procesado pertenecía a un grupo ilegal, al que se unió para cometer delitos, hipótesis  que se adecua al delito de concierto para delinquir, que define el artículo 340 del Código Penal.

El delito de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, previsto en el artículo 345 ejusdem, penaliza la conducta consistente en dar soporte económico a las actividades terroristas, antes denominada “administración de recursos relacionados con actividades terroristas”, por lo que sus elementos  estructurales son muy diferentes.    
Pide a la Corte, en consecuencia, casar la sentencia impugnada, y condenar a José Gregorio Guerrero Jaramillo por el delito de concierto para delinquir agravado, en los términos previstos en el artículo 340 numeral segundo del Código Penal, con la aplicación de la rebaja de pena por haberse acogido a sentencia anticipada, negada por los juzgadores de instancia en virtud de la prohibición establecida para el delito de financiación.

SE CONSIDERA
En orden a dar respuesta a los planteamientos del casacionista, la Corte estudiará los siguientes temas, (i) limitaciones al interés para impugnar la sentencia anticipada, (ii) contenido y alcance del tipo penal que define el delito de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, (iii) hechos acreditados, (iv) imputación jurídica realizada por la fiscalía y fundamentos, (v) cargos aceptados por el implicado, (vi) error en la calificación jurídica de la conducta, (v) decisión a tomar. 
1. Interés jurídico para recurrir la sentencia anticipada. Limitaciones.   

La decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta de abstenerse de analizar el ataque por error en la calificación jurídica de la conducta, con el argumento de que este tópico no se encontraba incluido dentro de los temas que permiten el ejercicio impugnatorio, no consulta la teleología del artículo 40 de la Ley 600 de 2000 ni los lineamientos jurisprudenciales sobre la materia.
El inciso tercero de la referida disposición establece como condición para que el juez pueda dictar sentencia anticipada, que no se hayan presentado violaciones a las garantías fundamentales, mandamiento del que resulta claro que la actuación cumplida debe inscribirse dentro del respeto absoluto de la mismas, y que la aceptación de los cargos no implica la renuncia a su protección y ejercicio.
Esta previsión normativa guarda total armonía con la aplicación de un derecho penal acorde con los principios, valores y fines del modelo de Estado Social y Democrático de derecho, en el que las garantías fundamentales gozan de protección prevalente, y en el que ninguna decisión, cualquiera que ella sea, puede entenderse legítima si desconoce dichos derechos.    
La misma salvedad para poder dictar sentencia anticipada se encuentra prevista en el procedimiento que rige el sistema acusatorio,
 donde son plurales las normas que insisten en la necesidad de que los allanamientos a cargos y los acuerdos con la fiscalía para dichos efectos se realicen dentro del marco del respeto absoluto de las garantías fundamentales, como presupuesto necesaria para que el juzgador pueda dictar decisión de mérito. 
Cuando el fallo, por tanto, se profiere con violación de alguna garantía fundamental, surge inevitablemente para la parte afectada el derecho a impugnarla, pues la aceptación de cargos, como ya se dijo, no implica la renuncia a la protección de las garantías fundamentales, ni la carga de soportar su afectación o desconocimiento.
Esto conduce a concluir que la enumeración que contiene el artículo 40 de la Ley 600 de 2000 no es excluyente, y que a la par de los tópicos que allí se establecen (la dosificación de la pena, los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la extinción de dominio sobre bienes), debe entenderse incluida toda violación de las garantías fundamentales de las partes, cuando ellas se presentan.
Este ha sido y sigue siendo, por lo demás, el criterio de la Corte en torno al punto, como lo muestra la siguiente secuencia jurisprudencial, al margen, desde luego, de otras muchas decisiones en el mismo sentido,   
I.
“La diligencia de formulación y aceptación de cargos es por esa razón intangible, de manera que no pueden ni el fiscal ni el juez variar o adicionar la acusación en los aspectos ya aceptados, salvo, según criterio mayoritario, que sea para favorecer al acusado. Se puede si, claro, impugnar la decisión en todo aquello que se relacione con la dosificación de la pena, los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la extinción de dominio sobre bienes, y también por supuesto en todo aquello que dice relación con la posible violación de las garantías fundamentales”.

II.
“También viene afirmando la jurisprudencia de esta Sala, que uno de los efectos del sometimiento a la justicia, es su irretractabilidad. Principio, en virtud del cual, una vez expedida la sentencia anticipada, las partes renuncian implícitamente a controvertir tanto los medios de prueba incriminatorios que hubieren acreditado la aceptación de cargos como el contenido sustancial de la acusación; por ende, cuando los motivos de ataque, repuntan a cuestionar los citados aspectos penales, los actores carecen de interés jurídico para interponer los recursos ordinarios o extraordinarios contra los fallos de instancia. La única excepción al postulado citado, es el quebranto de alguna garantía fundamental en cabeza de los sujetos procesales. Siendo ello así, es procedente recurrir la sentencia anticipada para reestablecer los derechos conculcados, atendiendo el cometido cardinal de los fines de la casación”.

III.

“[…] la ley repugna que la segunda instancia o la sede extraordinaria de casación penal, en punto de la impugnación de sentencias proferidas por vía de terminación anticipada de proceso, puedan utilizarse como espacios de retractación de lo aceptado, lo cual no implica que el sindicado y/o su defensor no les asista interés para recurrir aspectos relacionados con violaciones a las garantías fundamentales del derecho defensa o del debido proceso por afectación sustancial de estructura o de garantías…”

IV.

“[…] el sometimiento al trámite de sentencia anticipada, comporta renunciar a la posibilidad de controvertir los hechos y las pruebas que dan lugar a la condena, pues se entiende que ésta es producto de tal manifestación de voluntad. En tal medida, el interés para recurrirla, se concreta a los aspectos relacionados con la dosificación punitiva, los mecanismos sustitutivos de la pena de prisión y la extinción de dominio sobre bienes, como a la posible violación de garantías fundamentales”.

2. Contenido y alcance del tipo penal que define el delito de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas.   
Este delito se encuentra tipificado en el artículo 345 del Código Penal, modificado por el artículo 16 de la Ley 1121 de 2006, en los siguientes términos:

ARTICULO 345. Modificado por la Ley 1121/2006, artículo 16. Financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas. El que directa o indirectamente provea, recolecte, entregue, reciba, administre, aporte, custodie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier acto que promueva, organice, apoye, mantenga, financie o sostenga económicamente a grupos armados al margen de la ley o a sus integrantes, o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales o extranjeros, o a actividades terroristas, incurrirá en prisión de trece (13) a veintidós (22) años y multa de mil trescientos (1300) a quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 

En su estructura típica original la norma sancionaba exclusivamente la conducta de administrar dineros y bienes vinculados con actividades terroristas, bajo la denominación jurídica de administración de recursos relacionados con actividades terroristas, así,  
“ARTICULO 345: Administración de recursos relacionados con actividades terroristas. El que administre dinero o bienes relacionados con actividades terroristas, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de doscientos (200) a diez mil (10.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Ante la necesidad, sin embargo, de enfrentar directamente las estructuras económicas y financieras de los grupos armados ilegales y de las organizaciones terroristas, el legislador decidió ampliar la cobertura típica de la norma para incluir nuevas modalidades comportamentales relacionadas específicamente con este tipo de actividades, y sancionarlas autónomamente,  
“[…] lo que antes se denominada ‘Administración de recursos relacionados con actividades terroristas’, en la nueva normatividad pasó a denominarse ‘financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas’, para incluir en el tipo de una manera que resulte omnicomprensiva, otras conductas compatibles o relacionadas con la actividad de financiamiento de actos terroristas que anteriormente no estaban descritas como delito autónomo, sino como circunstancias de agravación del concierto para delinquir, tal como se reconoce en la exposición de motivos al proyecto de Ley No.208 de 2005 del Senado de la república…”
   

Para los fines del recurso importa destacar que el tipo penal solo se ocupa de sancionar conductas vinculadas con las actividades de administración de bienes de los grupos al margen de la ley, o de grupos terroristas nacionales o extranjeros, y comportamientos relacionados con su financiación, o la financiación de sus actividades o el apoyo económico de las personas que los integran. 
Interesa igualmente precisar que se trata de un tipo penal autónomo, de conducta alternativa, que en su primera parte describe modalidades comportamentales específicas referidas a los fondos, bienes o recursos de estos grupos, a través de verbos de fácil compresión, y que en la segunda incluye una cláusula general comprensiva de cualquiera otra actividad  orientada a apoyar económicamente estas organizaciones, sus actividades o sus miembros. 
3. Hechos acreditados. 
La investigación estableció que José Gregorio Guerrero Jaramillo fue capturado en un operativo militar adelantado contra un grupo armado al margen de la ley que horas antes había atacado un convoy policial, tras ser herido en el enfrentamiento, y que militaba en el grupo armado ilegal llamado  “Las Aguilas Negras”, en condición de combatiente raso. 
Esta realidad surge con absoluta claridad del informe de captura rendido por el Jefe del Area de Delitos Especiales de la SIJIN DENOR de Cúcuta, de los testimonios de algunos de los policiales que intervinieron en el operativo, y del relato que el procesado hizo de los hechos en indagatoria. El primero, ratificado por los testimonios de los policiales que estuvieron en el lugar, contiene las siguientes precisiones:    

“[…] siendo las 19:30 horas en un sector boscoso en las coordenadas N: 08 grados, 21 minutos, 47 segundos, W: 72 grados, 41 minutos, 28 segundos, los señores patrulleros LUIS HUMBERTO MONSALVO SALTARIN y JEFERSON FERRER AMOROCHO escucharon voces de auxilio que provenían de un sector oscuro, donde manifestaban ‘ayúdenme estoy herido, no disparen, no me maten, soy paraco’, ellos llegaron hasta el lugar donde observaron, que se trataba de un particular que vestía prendas de uso privativo de las fuerzas militares y estaba recostado sobre un morral de campaña, de color verde y a un lado de este un chaleco arnés, arriba antes relacionado, inmediatamente corroboramos que el particular no estuviese armado y verificamos en que lugar del cuerpo era que estaba herida esta persona, se recogió el particular y fue sacado del lugar, transportándolo hasta el Corregimiento de Banco de Arenas, con el fin de darle asistencia médica”.

El implicado, por su parte, aunque niega que algunos de los elementos incautados por los policiales que intervinieron en la captura fueran suyos, reconoce sin reticencias que militaba en el mencionado grupo armado ilegal “Las Aguilas Negras”, en condición de combatiente raso, y que se encontraba incorporado al grupo desde hacía aproximadamente cuatro meses, 
“PREGUNTADO: Diga al despacho el nombre de la empresa a la que hace referencia: CONTESTO: Le dicen LAS AGUILAS NEGRAS. PREGUNTADO: Indique al Despacho cuáles (sic) es su rango dentro del grupo, su alias, cuanto tiempo tiene de estar con el grupo. CONTESTO: Yo soy raso, y mi alias es el MOCHO, tengo aproximadamente cuatro meses…yo hago parte de las AGUILAS NEGRAS, y en el momento en que me encontraron yo si estaba vestido de militar, y en realidad yo hago parte de ese grupo por la necesidad de trabajo, nadie me da trabajo por el accidente que tuve en mi mano, y que perdí parte de la mano izquierda…”.
   
4. Imputación  jurídica realizada por la fiscalía y fundamentos. 
Como ya se dijo, el ente investigador, en la diligencia de formulación anticipada de cargos, le imputó al procesado los delitos de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, tentativa de homicidio agravado, violencia contra servidor público y utilización ilegal de uniformes e insignias de uso privativo de la fuerza pública. El contenido y los fundamentos de la imputación son del siguiente tenor: 
“La conducta desplegada por el sindicado JOSE GREGORIO GUERRERO JARAMILLO, se encuentra tipificada en forma provisional en CONCURSO MATERIAL DE LOS HECHOS PUNIBLES contenidos en los artículos 345 modificado por el artículo 16 de la Ley 1142 (sic) de 2006 que trata de la FINANCIACION DEL TERRORISMO Y ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS RELACIONADOS CON ACTIVIDADES TERRORISTAS, en su condición de miembro del grupo ilegal de ‘LAS AGUILAS NEGRAS’ como lo reconoce en la diligencia de indagatoria. TENTATIVA DE HOMNICIDIO AGRAVADO, el cual deviene del ataque a que fue sometida la patrulla policial atentando contra la vida de sus integrantes (artículo 103 bajo las circunstancias de agravación punitiva del numeral 8° y 10° del artículo 104 del C. P), VIOLENCIA CONTRA SERVIDOR PUBLICO y UTILIZACIÓN ILEGAL DE UNIFORMES E INSIGNIAS DE USO PRIVATIVO DE LA FUERZA PUBLICA”. 

La misma imputación, en términos literalmente idénticos, fue realizada por la fiscalía en la indagatoria del procesado y en la resolución de definición de su situación jurídica. En las dos oportunidades le fueron imputados los mismos delitos y en ambas se adujo como argumento para atribuirle el delito de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, el hecho de ser “miembro del grupo ilegal de LAS AGUILAS NEGRAS”.   
5. Cargos aceptados
El procesado aceptó cargos por su pertenencia al grupo armado ilegal y por el uso de prendas de uso privativo de la fuerza pública, sin referirse para nada a la calificación jurídica de estas conductas, y se abstuvo de hacerlo por los restantes delitos, argumentando no haber tomado parte en el ataque al convoy policial. Estos pormenores quedaron registrados en el acta de la siguiente manera, 
“Formulados como fueron los cargos se le concede el uso de la palabra al procesado JOSE GREGORIO GUERRERO JARAMILLO, para que manifieste si acepta o rechaza sin condicionamiento alguno los cargos que se le leyeron en esta diligencia a los cual CONTESTO: Si yo acepto pero por el porte ilegal de uniformes e insignias, la pertenencia al grupo armado ilegal y manifiesta que los cargos de TENTATIVA DE HOMICIDIO AGRAVADA Y VIOLENCIA CONTRA FUNCIONARIO PUBLICO no los acepta porque en ese momento no se encontraba en el sitio donde fue el ataque a la patrulla sino que estaba en otro lugar”. 

6. Error en la calificación jurídica de la conducta
El casacionista tiene razón cuando sostiene que el supuesto fáctico previsto en la norma que tipifica el delito de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas no concurre en el caso en estudio, y que la decisión de condenar al procesado por este delito viola en forma manifiesta la ley sustancial.
La recapitulación que se ha realizado de los hechos probados dejan al descubierto la ausencia absoluta de elementos de juicio que permitan siquiera albergar hipotéticamente la posibilidad de que el procesado pudiera estar desarrollando alguna de las actividades comportamentales descritas por el citado tipo penal, de manera directa o indirecta.

La investigación, como se dejó visto, no ofrece ninguna evidencia de la que pueda razonablemente inferirse que José Gregorio Guerrero Jaramillo estuviera dedicado a proveer, recolectar, entregar, recibir, administrar, aportar, custodiar o guardar fondos, bienes o recursos del grupo ilegal armado al cual pertenecía, ni menos, que lo financiara, o que apoyara económicamente sus actividades o sus miembros. 

Esta realidad ni siquiera sustentó la imputación jurídica, pues el cargo por el delito de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, como ya se ha dicho y lo destaca la Delegada en su concepto, fue imputado a José Gregorio Guerrero Jaramillo por el simple hecho de pertenecer al grupo armado ilegal, como pasa a verse, situación que hace que el error en la selección de la norma llamada a regular el caso aflore manifiesto, 
“La conducta desplegada por el sindicado JOSE GREGORIO GUERRERO JARAMILLO; se encuentra tipificada en forma provisional en CONCURSO MATERIAL DE LOS HECHOS PUNIBLES contenidos en los artículos 345 modificado por el artículo 16 de la Ley 1142 (sic) de 2006 que trata de la FINANCIACIACION DEL TERRORISMO Y ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS RELACIONADOS CON ACTIVIDADES TERRORISTAS, en su condición de miembro del grupo ilegal de ‘LAS AGUILAS NEGRAS’ como lo reconoce en la diligencia de indagatoria”.
También le asiste razón al demandante cuando sostiene que la conducta de José Gregorio Guerrero Jaramillo, en los términos de los hechos probados, actualizaba el tipo penal de concierto para delinquir que describe el artículo 340 del Código Penal, agravado conforme a las previsiones de su inciso segundo, en cuanto la investigación acredita  que el procesado hacía parte del grupo armado ilegal llamado “Las Aguilas Negras”, al cual se unió para cometer toda clase de delitos. La norma dejada de aplicar, dice,  
“ARTICULO 340. Concierto para delinquir. Modificado por el artículo 8° de la Ley 733/2002. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de tres (3) a seis (6) años.

“Modificado por el 19 de la Ley 1121 /2006. Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o financiamiento de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir”. 
Los errores de selección advertidos, derivados de la aplicación indebida del artículo 345 del Código Penal y la falta de aplicación del artículo 340 ejusdem, permean igualmente el principio de legalidad, pues la Corte ha entendido que este postulado no sólo se viola cuando se desconocen las prerrogativas de ley escrita, estricta, cierta y previa, sino también cuando los hechos no se acomodan al supuesto fáctico previsto en el tipo penal  por el cual se condena,

“Esa renuncia mutua, cabe señalar, es inmanente a la forma especial de terminación del proceso y reclama como contraprestación la imposibilidad de retractación para las partes, en el entendido que cualquier discusión acerca de la responsabilidad aceptada por el procesado y las pruebas en las cuales se soporte, es completamente impertinente, a excepción de que pueda demostrarse vulnerado el principio de legalidad en su núcleo central, vale decir, que los hechos no correspondan a la descripción típica central despejada”. 
 
El cargo prospera.
7. Decisión
La prosperidad de la censura impone anular la condena por el delito de financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas y dictarla por el delito de concierto para delinquir agravado, con las modificaciones punitivas que la nueva tipificación conlleva. 
Necesario es precisar que la falta de correspondencia entre la conducta delictiva imputada al procesado en la diligencia de formación y aceptación de cargos, y la que motiva la decisión de condena, no genera vicio de incongruencia, ni impide finiquitar la actuación por la vía de la sentencia anticipada. 
La Corte ha dicho que esta desarmonía resulta intrascendente cuando los hechos que estructuran el supuesto fáctico de la infracción penal por la cual se condena fueron aceptados libre y voluntariamente por el procesado en la diligencia de imputación de cargos, como ocurrió en el caso analizado, y la nueva tipificación no le reporta consecuencias punitivas más gravosas. 

7.1. Redosificación de la pena
El delito de concierto para delinquir agravado se encuentra sancionado con pena privativa de la libertad de ocho (8) a dieciocho (18) años de prisión y multa de dos mil setecientos (2.700) a treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por lo que los ámbitos punitivos de movilidad para efectos de la tasación de la pena son como siguen:
PRISION:

Primer cuarto     :     96 meses           A                    126 meses
Segundo cuarto  :     126 meses   exclusive     A      156 meses 
Tercer cuarto      :     156 meses   exclusive     A      186 meses
Cuarto máximo  :     186 meses  exclusive      A      216 meses
MULTA:
Primer cuarto      :    2700                A              9525
Segundo cuarto   :    9525    exclusive     A     16350 
Tercer cuarto       :   16350  exclusive      A     23175
Cuarto máximo   :   23175   exclusive     A     30000
El juzgado de conocimiento al dosificar la pena para el delito más grave la fijó en el mínimo legal, por considerar que el procesado no registraba antecedentes ni concurrían circunstancias de mayor peligrosidad. Siguiendo los mismos criterios, la Corte tasará la pena para el delito de concierto para delinquir en 96 meses de prisión y multa de 2700 salarios mínimos legales mensuales.
Por el delito concursante de utilización ilegal de uniformes e insignias de uso privativo de la fuerza pública (artículo 346 C. P.),
 el juzgado aplicó un incremento del 50% de la pena mínima, que equivale a 18 meses de prisión y 25 salarios mínimos legales mensuales, los cuales, sumados a la tasación base, arroja un total de 114 meses de prisión y 2725 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Debe advertirse que el juzgado de conocimiento se abstuvo de reconocer descuento de pena por sometimiento a sentencia anticipada para el delito de financiación de terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas por prohibirlo el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 y sólo la aplicó para el delito de utilización ilegal de uniformes e insignias, en un 50%, lo cual determinó que el incremento definitivo de pena por este delito fuera de nueve (9) meses. 
Mas como quiera que el delito de concierto no tiene esta prohibición, la Corte aplicará el mismo descuento (50%) sobre la totalidad de la pena a imponer, es decir, 114 meses de prisión y 2725 salarios mínimos legales mensuales vigentes, lo cual arroja un total de cincuenta y siete (57) meses de prisión y mil trescientos sesenta y dos punto cinco (1362.5) salarios. Pero en razón a que la pena de multa supera la fijada en primera instancia (1325 salarios), la Corte mantendrá esta última, en aplicación del principio de prohibición de reforma en peor.
Las penas accesorias quedan reducidas a los montos establecidos para la pena privativa de la libertad.
En mérito de lo expuesto, LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION PENAL, administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la ley, 

RESUELVE
1. CASAR parcialmente la sentencia impugnada.

2. Condenar al procesado José Gregorio Guerrero Jaramillo a la pena principal de cincuenta y siete (57) meses de prisión y multa de mil trescientos veinticinco (1325) salarios mínimos legales mensuales  vigentes, como autor responsable de los delitos de concierto para delinquir agravado y utilización ilegal de uniformes e insignias de la fuerza pública. Las penas accesorias se imponen por el mismo tiempo de la pena privativa de la libertad. En lo demás el fallo no sufre variaciones. 

Contra esta decisión no proceden recursos.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

JAVIER ZAPATA ORTIZ

JOSE LEONIDAS BUSTOS MARTINEZ                             FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO 

SIGIFREDO ESPINOSA PEREZ                                         ALFREDO GOMEZ QUINTERO                    

MARIA DEL ROSARIO GONZALEZ DE LEMOS               AUGUSTO J. IBAÑEZ GUZMAN                      

JORGE LUIS QUINTERO MILANES                                 JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA                         

                                                      Teresa Ruiz Núñez

                                          SECRETARIA

� Folios 23-28 del cuaderno original 1.


� Folios 37-42 del cuaderno original 1.


� Folios 134-138 del cuaderno original 1.


� Folios 8-16 del cuaderno original 2.


� Folios 16-28 del cuaderno del tribunal.


� Ley 906 de 2004.


� C.S.J., Casación 21356. Sentencia de 6 de abril de 2005. 


� C.S.J., Casación 25297. Sentencia de 29 de agosto de 2008.


� C.S.J., Casación 32846. Auto de 3 de diciembre de 2009.


� C.S.J., Segunda instancia 32191. Sentencia de 10 de febrero de 2010.


� C.S.J., auto de 7 de marzo de 2007. Colisión de competencias 26922.


� Informe 678 de 29 de agosto de 207, suscrito por el Jefe del Area de Delitos Especiales SIJIN DENOR.


� Folios 23-28 del cuaderno original 1.


� Folios 134-138 del cuaderno original 1.


� Folios 138 del cuaderno original 1.


� C.S.J. Casación 32846, auto de 3 de diciembre de 2009. 


� Este delito tiene adscrita pena de prisión de 3 a 6 años y multa de 50 a 1000 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
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